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ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 

 

 PRIMERO.- El Juzgado Central de Instrucción nº 6 inició el 

día 27-3-2025 el procedimiento de extradición nº 20/25 respecto 

a JORGE ANTONIO NERI BONILLA, nacido en Libertador, Distrito 

Federal, Caracas (Venezuela) el día 5-9-1969, hijo de Julio 

Alberto y de Teresa, de doble nacionalidad venezolana y 

española, con cédula de identidad de Venezuela nº V-10.337.316 

y con documento nacional de identidad de España nº 03.540.150-

J, a instancia de las autoridades judiciales de la República 

Bolivariana de Venezuela. 

 

 

 

     El reclamado había sido detectado en Madrid por las 

autoridades venezolanas, al ser sujeto de investigación, con 

otros implicados, por lo que contra él se dictó una Orden de 

Aprehensión Internacional expedida el día 12-5-2021 por el 

Tribunal Especial Primero de Primera Instancia en Funciones de 

Control con competencia en casos vinculados con delitos 

asociados al terrorismo con jurisdicción a nivel nacional y 

sede en Caracas (Venezuela), por la existencia de un 

procedimiento penal en el que se investiga la implicación del 

reclamado en la comisión de hechos que presentan los caracteres 

de los delitos de peculado doloso (malversación), previsto en 

el artículo 54 de la Ley contra la Corrupción y castigado con 

pena de prisión de 3 a 10 años; evasión de procedimiento 

licitatorio o falsa alegación, previsto en el artículo 60 de la 

Ley contra la Corrupción y castigado con pena de prisión de 6 

meses a 3 años; legitimación de capitales, previsto en el 

artículo 35 de la Ley Orgánica contra la Delincuencia 

Organizada y Financiamiento al Terrorismo, castigado con pena 

de prisión de 10 a 15 años, y asociación criminal, previsto en 

el artículo 37 de la últimamente mencionada Ley Orgánica y 

castigado con pena de prisión de 6 a 10 años.   

 

 

 



    

 

     No consta en autos que el reclamado tenga otras 

responsabilidades penales pendientes en España.   

 

 

  

SEGUNDO.- El día 20-1-2025 se recibió por vía diplomática 

en el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y de 

Cooperación español, Nota Verbal nº 25 de fecha 20-1-2025, de 

la Embajada de la República Bolivariana de Venezuela en Madrid, 

interesando la extradición de Jorge Antonio Neri Bonilla.  

 

 

 

El Consejo de Ministros acordó, el día 25-3-2025, la 

continuación del procedimiento en vía judicial y remitió el 

expediente al Juzgado Central de Instrucción Decano el día 26-

3-2025, siendo repartido al de igual clase nº 6.  

 

 

 

Según la documentación remitida, la extradición se 

solicita con la finalidad de enjuiciar al reclamado por la 

comisión de hechos constitutivos de los delitos de peculado 

doloso (malversación de fondos públicos), evasión de procesos 

licitatorios o falsa alegación, legitimación de capitales y 

asociación, previstos los dos primeros en los artículos 54 y 60 

de la Ley contra la Corrupción, y los dos últimos en los 

artículos 35 y 37 de la Ley Orgánica contra la Delincuencia 

Organizada y Financiación del Terrorismo, respectivamente 

castigados con penas que pueden alcanzar los 10, 3, 15 y 10 

años de prisión.  

 

 

 

     Los hechos que se atribuyen al reclamado son los 

siguientes:  

 

 

     “En fecha 17 de febrero de 2021 se inició una 

investigación en virtud de presuntas irregularidades 

atribuidas a la empresa española "Ingelec”, relacionada 

con pagos irregulares y sobornos, que eran realizados por 

R.R., N.V., J.A.O. y D'.S., a través de los cuales se 



    

 

adjudicaban contrataciones de bienes, obras y servicios, 

sin el debido cumplimiento del proceso de licitación y 

contrataciones públicas, establecidos en la ley. 

 

 

     El 22 de febrero de 2021, a través de la Dirección de 

Contrainteligencia del Servicio Bolivariano de 

Inteligencia Nacional (SEBIN), se procedió a recabar 

información relacionada con el ciudadano R.D.R.C., 

exministro del Poder Popular de Petróleo y Minería y 

expresidente de Petróleos de Venezuela (PDVSA). 

 

 

     En la página web "pabellonvenezolano.com”, se publicó que, 

en enero de 2021, la Fiscalía suiza identificó gran 

cantidad de cuentas bancarias multimillonarias, y se 

presumía que el dinero de las mismas provenía de fondos 

públicos malversados en Venezuela, y en febrero del año 

2020 un tribunal federal suizo ordenó liberar documentos 

bancarios vinculados a un desfalco a PDVSA por 4.500 

millones de dólares, estando comprometidos el banquero 

suizo C.H.D.B. y los altos exfuncionarios R.R. y N.V. (ex 

viceministro de energía). La Fiscalía suiza suponía que 

éstos sobornaron a los dirigentes de la petrolera para 

montar un "esquema de negocios” entre los años 2012 y 

2014, que permitía trasvasar la mayor parte de los 

dividendos a los bancos C.B.H. y EFG Bank AG. 

 

 

     El ex presidente de PDVSA, R.R. sería el principal 

financiador del prófugo de la justicia "Leopoldo López". 

Dicha denuncia fue realizada el 8 de febrero por el 

presidente de la Comisión Especial de la Asamblea 

Nacional, que investiga los crímenes y robos cometidos por 

el Parlamento Nacional. También denunció que el ex 

ministro de Petróleo, R.R., es quien financiaría al portal 

web "Armando.Info". 

 

 

     Se conoció, a través de la filtración de datos Wikileaks, 

que la ciudadana B.D.S. pertenecía a la firma de abogados 

Hoet, que prestaba sus servicios como asesores de PDVSA, 

la cual cobraba 30.000 dólares americanos mensuales por 



    

 

sus servicios; esta información fue publicada en la página 

web "Konzapata". 

 

 

     Según la página web "Poderopedia", dicha ciudadana fue 

designada en 2014 miembro de la Fundación Simón Bolívar, 

filial de PDVSA en Estados Unidos. 

 

 

     En la plataforma digital “Tu mundo”, se publicó que el 

dinero malversado en PDVSA por el entonces presidente R.R. 

y sus cómplices, se cuantificó en más de 14 mil millones 

de dólares, pero extraoficialmente fueron más de 60 mil 

millones de dólares y que el operador principal fue el 

abogado B.A.S.R. 

 

 

     Según el medio informativo "Gentiuno", el reclamado Jorge 

Antonio Neri Bonilla fue el responsable de dos campañas de 

imagen y comunicación de PDVSA por más de 20 millones de 

dólares, una de las campañas tenía un presupuesto de entre 

10 y 12 millones de euros, y también introdujo una empresa 

europea en la negociación para recibir un anticipo de 

PDVSA por el concepto de la ejecución de un contrato. El 

monto de esta operación sería de 10 a 12 millones de 

euros. 

 

 

     El portal "Diario 16" informaba de una campaña de casi 9 

millones de dólares y realizada por la firma británica 

Bell Pottinger sobre el aumento del precio del combustible 

en Venezuela. En esa información se incluía a EIG Energy, 

empresa del reclamado Jorge Antonio Neri Bonilla, que 

percibiría de PDVSA entre 3 a 5 millones de dólares. 

 

 

     Según la información recabada a través de los diferentes 

portales electrónicos, el reclamado Jorge Antonio Neri 

Bonilla habría tenido un crecimiento empresarial 

progresivo a lo largo de la última década, que le ha 

llevado a tener intereses en diferentes países, gracias a 

su asociación y asesoramiento durante la gestión en PDVSA 

del ciudadano R.R., quien está reclamado por la justicia 



    

 

de diferentes países, además de estar asociado al 

ciudadano B.S.”. 

 

 

 

     La petición de extradición se acompaña de los siguientes 

documentos:  

 

 

        1) Nota Verbal nº 25, de 20-1-2023, expedida por la 

Embajada de la República Bolivariana de Venezuela en el Reino 

de España, formalizando la solicitud de extradición del 

reclamado Jorge Antonio Neri Bonilla. 

      

 

        2) Solicitud de la orden de aprehensión realizada por 

el Fiscal Provisorio 67º Nacional con competencia Plena, con 

sede en Caracas (Venezuela), fechada el día 11-5-2021 y 

dirigida al Juzgado Especial Primero de Primera Instancia en 

Funciones de Control con competencia en casos vinculados con 

delitos asociados al terrorismo con jurisdicción a nivel 

nacional, en la que interesa el libramiento de Orden de 

Aprehensión contra el aquí reclamado Jorge Antonio Neri 

Bonilla, por la supuesta comisión de los delitos de peculado 

doloso en grado de cooperador, previsto y sancionado en el 

artículo 54 de la Ley contra la Corrupción; evasión de 

procedimiento licitatorio o falsa alegación, previsto y 

sancionado en el artículo 60 de la Ley contra la Corrupción; 

legitimación de capitales, previsto y sancionado en el artículo 

35 de la Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y 

Financiamiento al Terrorismo, y asociación, previsto y 

sancionado en el artículo 37 de la Ley Orgánica contra la 

Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo.   

 

 

        3) Resolución del Juzgado Especial Primero de Primera 

Instancia en Funciones de Control con competencia en casos 

vinculados con delitos asociados al terrorismo con jurisdicción 

a nivel nacional, con sede en Caracas, de fecha 12-5-2021, por 

la que se acuerda la emisión de aquella Orden de Aprehensión. 

 

 



    

 

        4) Solicitud de iniciación del procedimiento de 

extradición activa del aquí reclamado Jorge Antonio Neri 

Bonilla y otro implicado, formulada por el Fiscal Provisorio 

67º Nacional con competencia Plena, con sede en Caracas 

(Venezuela), fechada el día 9-9-2022 y dirigida al Juzgado 

Especial Primero de Primera Instancia en Funciones de Control 

con competencia en casos vinculados con delitos asociados al 

terrorismo con jurisdicción a nivel nacional y competencia para 

conocer y decidir en delitos asociados a la corrupción y 

delincuencia organizada.  

 

 

        5) Resolución del Juzgado Especial Primero de Primera 

Instancia en Funciones de Control con competencia en casos 

vinculados con delitos asociados al terrorismo con jurisdicción 

a nivel nacional y competencia para conocer y decidir en 

delitos asociados a la corrupción y delincuencia organizada, 

con sede en Caracas, de fecha 4-10-2022, por la que se acuerda 

iniciar el procedimiento de extradición activa del reclamado y 

otro.  

 

 

        6) Resolución de la Sala de lo Penal del Tribunal 

Supremo de Justicia de Venezuela, fechada el día 14-11-2022, 

declarando procedente la extradición activa del reclamado Jorge 

Antonio Neri Bonilla y otro investigado.  

 

 

        7) Datos de identificación del reclamado. 

 

 

        8) Textos legales aplicables.  

 

 

        9) En relación con la narración de los hechos con 

apariencia delictiva que se atribuyen al reclamado, en cada una 

de las solicitudes y resoluciones dictadas, a las que se ha 

hecho referencia, se contiene una amplia narración de las 

conductas investigadas, acompañadas de copias literales de los 

tipos penales aplicables.    

  

 

 



    

 

 TERCERO.- En el Juzgado Central de Instrucción nº 6 se dio 

audiencia al reclamado el día 10-6-2025, quien se opuso a que 

se concediese su extradición, no renunciando al beneficio de 

especialidad, argumentando que tiene la nacionalidad española. 

Y el mismo día 10-6-2025 se dictó auto acordando elevar el 

procedimiento incoado a esta Sección 4ª de la Sala de lo Penal 

de la Audiencia Nacional, para la continuación de los trámites. 

 

 

 

     Recibidas en esta Sección 4ª las actuaciones el día 19-6-

2025, se unieron al rollo nº 37/25, incoado el día 27-3-2025, 

acordándose el mismo día 19-6-2025 el traslado del 

procedimiento a las partes por término de tres días.  

 

 

 

     El Ministerio Fiscal informó desfavorablemente sobre la 

procedencia de la extradición, por incumplimiento de los 

principios de doble incriminación y de reciprocidad, en escrito 

presentado el día 27-6-2025, fechado tres días antes; en tanto 

que la dirección procesal del reclamado, en escrito presentado 

el día 7-7-2025, fechado tres días antes, se adhirió a lo 

solicitado por el Ministerio Fiscal, en orden a la denegación 

de la extradición en virtud de los principios de doble 

incriminación y de reciprocidad, al no ser los hechos 

atribuidos al reclamado constitutivos de delito en España y ser 

el reclamado nacional español, aparte de otras causas de 

denegación de la entrega. 

  

 

 

     El día 8-9-2025 se señaló para el día 19-9-2025 la 

celebración de la preceptiva vista pública, en la que el 

Ministerio Fiscal, representado por el Iltmo. Sr. D. Vicente J. 

González Mota, solicitó que no se accediese a la extradición 

por la ausencia de delito en España y por la nacionalidad 

española que ostenta el reclamado, mientras que el Abogado D. 

Antonio Valverde Estepa y el propio reclamado mostraron su 

asentimiento con aquella petición, basada en la aplicación de 

los principios de doble incriminación y de reciprocidad 

extradicional.  

 



    

 

 

      

     Una vez expresados los informes de las partes personadas, 

las actuaciones quedaron pendientes de resolución.  

 

 

 

     Ha actuado como ponente el Magistrado  Iltmo.  Sr.  D. 

Juan Francisco Martel Rivero. 

 

 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

 

 

 PRIMERO.- Las normas legales aplicables al presente 

procedimiento, en virtud de lo establecido en el artículo 13.3 

de la Constitución, están contenidas en: 

 

 

  A) El Tratado de Extradición entre el Reino de España 

y la República de Venezuela, hecho en Caracas el día 4 de enero 

de 1989, que entró en vigor el día 30 de septiembre de 1990.  

 

 

  B) La Ley española 4/1985, de 21 de marzo, de 

Extradición Pasiva, y disposiciones concordantes de la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal. 

 

 

 

 SEGUNDO.- La extradición se solicita para el 

enjuiciamiento del reclamado por la posible comisión de los 

delitos de peculado doloso (malversación), previsto en el 

artículo 54 de la Ley contra la Corrupción y castigado con pena 

de prisión de 3 a 10 años; evasión de procedimiento licitatorio 

o falsa alegación, previsto en el artículo 60 de la Ley contra 

la Corrupción y castigado con pena de prisión de 6 meses a 3 

años; legitimación de capitales, previsto en el artículo 35 de 

la Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y 

Financiamiento al Terrorismo, castigado con pena de prisión de 



    

 

10 a 15 años, y asociación criminal, previsto en el artículo 37 

de la últimamente mencionada Ley Orgánica y castigado con pena 

de prisión de 6 a 10 años. 

 

 

 

 En el Código Penal español los hechos narrados en la 

documentación extradicional, que para las autoridades reclamante 

son válidos para enjuiciar al reclamado, no son constitutivos de 

delito, porque no encajan en ningún tipo penal previsto en el 

Código Penal español, o bien porque su inconcreción y laxitud 

conllevan su impracticable encaje en alguna figura penal 

española. Esta falta de concreción de los hechos, en referencia 

a su perpetración por el aquí reclamado, implica la ausencia del 

referido principio extradicional, previsto en el artículo 2.1º 

de nuestra Ley de Extradición Pasiva, según el cual son hechos 

susceptibles de extradición aquellos para los que tanto las 

leyes españolas como las de la parte requirente prevean una 

sanción penal.  

 

 

 

 No se trata, por consiguiente, de hechos considerados como 

constitutivos de delito por las legislaciones tanto del Estado 

requirente como del Estado requerido, por lo que se incumple el 

requisito de la doble incriminación. Como tampoco podemos tener 

en consideración, por la ausencia de delito en España, el 

requisito del mínimo punitivo establecido en el artículo 2.1 y 3 

del Tratado bilateral, pues no podemos hablar de que la pena 

prevista para los hechos más graves supuestamente cometidos 

supera con creces los dos años de prisión.  

 

 

 

     El reclamado tiene la nacionalidad española, además de la 

venezolana, lo que ha sido esgrimido por las partes 

intervinientes para defender su no entrega, como luego 

examinaremos, y no se da ninguno de los supuestos previstos en 

los artículos 4, 6, 7, 10 y 11 del Tratado para denegar la 

extradición, al no existir proceso en España donde se hayan 

investigado los hechos cometidos, no conociendo de ellos un 

tribunal de excepción, no habiendo prescrito, no tratándose de 

un delito político ni militar ni fiscal, ni existir fundamento 



    

 

para apreciar que se persigue al reclamado con fines 

discriminatorios, ni estando castigados tales delitos con la 

pena capital.  

 

 

 

 TERCERO.- La solicitud de la extradición ha cumplido todos 

los requisitos legalmente establecidos, excepto el comentado de 

la doble incriminación, habiendo sido remitida por vía 

diplomática al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 

de Cooperación y desde allí al Ministerio de Presidencia, 

Justicia y Relaciones con las Cortes, acompañada de los datos de 

identificación de la persona reclamada, que permiten establecer 

sin duda alguna que se trata de la persona a la que se refiere 

este procedimiento (como el propio reclamado ha admitido) y de 

la orden de detención, que contiene un amplio relato de los 

hechos acaecidos, junto con la copia de los textos legales, como 

establece el artículo 15.2 del Tratado bilateral. 

 

 

 

  CUARTO.- Opone el Ministerio Fiscal y la defensa del 

reclamado como motivos de denegación de la extradición 

interesada, que centró el debate jurídico en este procedimiento 

desde su inicio, que los hechos supuestamente cometidos no son 

constitutivos de delito, en cuanto a la participación en los 

mismos del reclamado, y la condición de nacional español  que 

ostenta el reclamado, junto con su nacionalidad venezolana, lo 

que a su vez conllevó al análisis del principio extradicional de 

la reciprocidad.  

 

 

 

     De modo que seguidamente, una vez analizada la materia de 

la inexistente doble incriminación, ello bastaría para denegar 

la entrega. Pero para abundar en el caso, en los dos próximos 

apartados, abordaremos el estudio de esta segunda vertiente de 

la causa de oposición a la entrega alegada por las partes.  

 

 

 



    

 

     QUINTO.- En cuanto a la nacionalidad española del 

reclamado, reiteramos que se ha alegado como causa impeditiva de 

la entrega del mismo a las autoridades venezolanas.  

 

 

 

     Hemos de tener en cuenta que el artículo 8 del Tratado de 

Extradición entre España y Venezuela, establece lo siguiente: 

“1. Cuando el reclamado fuere nacional de la Parte requerida, 

ésta podrá rehusar la concesión de la extradición de acuerdo 

con su propia ley. La cualidad de nacional se apreciará en el 

momento de la decisión sobre la extradición y siempre que no 

hubiere sido adquirida con el fraudulento propósito de impedir 

aquélla. 2. Si la Parte requerida no accediere a la 

extradición de un nacional, por causa de su nacionalidad 

deberá, a instancia de la Parte requirente, someter el asunto 

a las autoridades competentes a fin de que pueda procederse 

judicialmente contra aquél. A tal efecto, los documentos, 

informaciones y objetos relativos al delito podrán ser 

remitidos gratuitamente por la vía prevista en el artículo 

15”. 

 

 

 

     Dicho precepto, que establece la facultad de conceder o 

no la extradición de los nacionales, sean éstos venezolanos o 

españoles, debemos ponerlo en relación con el artículo 3.1 de 

la Ley de Extradición Pasiva española, que dispone 

imperativamente que: “No se concederá la extradición de 

españoles, ni de los extranjeros por delitos de que 

corresponda conocer a los Tribunales españoles, según el 

Ordenamiento nacional. La cualidad de nacional será apreciada 

por el Tribunal competente para conocer de la extradición en 

el momento de la decisión sobre la misma, con arreglo a los 

preceptos correspondientes del Ordenamiento jurídico español, 

y siempre que no fuera adquirida con el fraudulento propósito 

de hacer imposible la extradición”.  

 

 

 

     En el caso de autos, la nacionalidad española ha sido 

adquirida en 2019, por lo que ninguna problemática plantea su 

plena acreditación, sin que en momento alguno se haya dudado 



    

 

sobre su efectiva utilización en todos los actos de la vida 

personal y negocial, debiendo prevalecer lo establecido en el 

Tratado de Extradición (facultad opcional) sobre lo indicado 

en la Ley interna (obligación de no entrega), por aplicación 

del principio de jerarquía normativa, consagrado en el 

artículo 9.3 de nuestra Constitución, al igual que el 

principio de seguridad jurídica.  

 

 

 

     SEXTO.- Íntimamente relacionada con lo anterior está la 

alegación acerca de la ausencia del principio de reciprocidad 

extradicional entre el Estado español y el Estado venezolano, 

lo que, como observaremos, no admite duda alguna, por 

aplicación del artículo 69 párrafo 2º de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela, adoptada por referéndum el 

15-12-1999. Dicho precepto indica de manera taxativa: “Se 

prohíbe la extradición de venezolanos y venezolanas”.  

 

 

 

     De inicio, debemos recordar que las partes sostienen que 

debe impedirse la entrega del reclamado a las autoridades 

requirentes ante la inexistencia de reciprocidad entre España y 

Venezuela, pues procediendo de otro modo se estaría vulnerando 

lo que establece el artículo 13.3 de la Constitución española, 

según el cual: “La extradición sólo se concederá en cumplimiento 

de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de 

reciprocidad”, añadiendo el artículo 1.2º de la Ley de 

Extradición Pasiva que: “En todo caso, la extradición sólo se 

concederá atendiendo al principio de reciprocidad”.  

 

 

 

     La concurrencia del principio de reciprocidad 

extradicional, en el plano jurídico objeto de nuestro análisis, 

exige el desarrollo de un examen de comprobación acerca de si el 

Ordenamiento jurídico del Estado reclamante –en este caso, 

Venezuela- no prohíbe la extradición de personas de la misma 

condición que aquella cuya extradición se pide; es decir, de 

nacionales venezolanos, o bien de nacionales venezolanos que 

ostenten a su vez otra nacionalidad. 

 



    

 

 

 

     También tenemos que indicar que el principio de 

reciprocidad extradicional se desdobla en dos planos 

distintos: uno, referido a la actuación judicial (reciprocidad 

jurídica), y otro, reservado al Gobierno (reciprocidad 

política). Corresponde en la primera modalidad el examen 

judicial de los aspectos técnicos y de tutela de derechos 

fundamentales y garantías aplicables al caso, en tanto que la 

segunda modalidad se ocupa esencialmente del aspecto político, 

con la discrecionalidad y oportunidad que ello conlleva. Dicha 

reciprocidad se traslada al articulado de la Ley de 

Extradición Pasiva, ya sea al mencionado artículo 1.2º, ya sea 

al artículo 6 párrafos 2º y 3º, que disponen: “La resolución 

del Tribunal declarando procedente la extradición no será 

vinculante para el Gobierno, que podrá denegarla en el 

ejercicio de la soberanía nacional, atendiendo al principio de 

reciprocidad o a razones de seguridad, orden público o demás 

intereses esenciales para España. Contra lo acordado por el 

Gobierno no cabrá recurso alguno”. 

 

 

 

     Distinción la anterior que ha sido tratada por el 

Tribunal Constitucional (Ss.T.C. nº 87/2000, de 27 de marzo; 

nº 181/2004, de 2 de noviembre, y nº 292/2005, de 10 de 

noviembre), cuando establece que la reciprocidad política es 

la que se sustenta en un acto de soberanía propio del Poder 

Ejecutivo (fase gubernativa), en tanto que la reciprocidad 

jurídica se encuentra determinada en una norma, y por ello, 

pasa a formar parte del Derecho extradicional que puede y debe 

ser aplicado por el Juez de la extradición; por lo que la 

ausencia de reciprocidad basada en la aplicación de criterios 

de legalidad es de obligado cumplimiento, y ello al margen de 

lo que se ha denominado reciprocidad política, propia del 

ámbito gubernativo. 

 

 

 

     En definitiva, se alega por las partes comparecientes que, 

al amparo del artículo 13.3 de la Constitución española y del 

artículo 1.2º de la Ley de Extradición Pasiva, por aplicación 

del principio de reciprocidad, no puede acordarse la entrega del 



    

 

Sr. Neri Bonilla, al ser nacional español el reclamado y existir 

prohibición en la Constitución venezolana para extraditar a los 

ciudadanos nacionales de la República de Venezuela. Por lo que, 

en un supuesto inverso similar al actual, las autoridades 

venezolanas, en virtud de su norma constitucional, no podrían 

entregar a España a un reclamado venezolano, rompiéndose con 

ello la reciprocidad entre ambos Estados.   

 

 

 

     En un anterior caso similar al actual, al tratarse de un 

ciudadano con doble nacionalidad hispano-venezolana, el Pleno 

de esta Sala de lo Penal tuvo ocasión de pronunciarse sobre la 

extradición solicitada con el resultado que diremos. En aquel 

caso, la Sección 2ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia 

Nacional, mediante auto de 2-11-2011 accedió a la entrega a 

las autoridades venezolanas, estableciendo la garantía de 

“cumplimiento de la pena que eventualmente se le pudiera 

imponer en España, si así lo solicita”. El Pleno de esta Sala, 

por auto nº 4/2012, de 7 de febrero, estimó parcialmente el 

recurso de súplica formulado, en el sentido de condicionar la 

entrega a que la República Bolivariana de Venezuela otorgase 

garantía previa por escrito, de reciprocidad, siendo así que 

en el caso de no otorgarla el allí reclamado sería juzgado en 

España. Como quiera que las autoridades del Estado requirente 

no dieron aquella garantía previa a la entrega, el reclamado 

fue enjuiciado y condenado por la Sección 1ª, en sentencia de 

1-10-2015.  

 

  

 

    En consecuencia, al no proceder la República Bolivariana 

de Venezuela a la entrega de sus nacionales, en cumplimiento 

del artículo 69 párrafo 2º de su Constitución, y siendo así 

que el artículo 13.3 de la Constitución española establece 

que: “La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un 

tratado o de una ley, atendiendo al principio de 

reciprocidad”, que se erige en auténtica fuente informadora 

del Ordenamiento Jurídico, y por ende, del Derecho 

extradicional, la conclusión a que llegamos no puede ser otra 

que la denegación de la entrega extradicional interesada del 

reclamado Jorge Antonio Neri Bonilla, por aplicación del 



    

 

principio de reciprocidad, al encontrarnos en presencia de un 

ciudadano nacional español.   

 

 

 

     SÉPTIMO.- Por todo lo cual, al denegar la entrega del aquí 

reclamado a las autoridades requirentes, por la inexistencia de 

la doble incriminación y de la reciprocidad jurídica entre 

España y Venezuela, hemos de declarar la improcedencia de la 

extradición interesada.  

 

 

 

     Al operar ambas causas de oposición a la entrega, resulta 

innecesario desarrollar las demás causas de inviabilidad de la 

entrega del reclamado, según alega la parte reclamada: la 

persecución de la libertad de expresión y de información, así 

como la violación de los derechos fundamentales del reclamado. 

 

 

 

     Debemos significar que esta duplicada denegación de la 

entrega del reclamado habrá de implicar la erradicación de la 

posibilidad que ofrece al Estado requirente el artículo 8.2 del 

Tratado bilateral de Extradición, puesto que la improcedencia de 

la extradición formulada no obedece sólo a la condición de 

nacional español que ostenta el reclamado, sino a otra causa 

primaria de oposición a la entrega, por ausencia del principio 

de la doble incriminación. Por consiguiente, al no ser concedida 

la extradición del reclamado, aparte de por la nacionalidad 

española, por la falta de doble incriminación, éste no podrá ser 

sometido a proceso en España, a solicitud de Venezuela, por los 

hechos determinantes de la petición de extradición, a pesar de 

que las autoridades del Estado reclamante suministren los 

elementos de prueba (documentos, informaciones y objetos 

relativos a los delitos presuntamente cometidos), para el 

posible enjuiciamiento en nuestro país del allí investigado.  

 

 

 

     En atención a lo expuesto, 

      

 



    

 

 

PARTE DISPOSITIVA 

 

 

 

EL TRIBUNAL ACUERDA: Que, por inexistencia de la doble 

incriminación y de reciprocidad jurídica, declaramos la 

improcedencia de la extradición a Venezuela del nacional 

hispano-venezolano JORGE ANTONIO NERI BONILLA, solicitada por 

Nota Verbal nº 70 de fecha 31 de enero de 2025, de la Embajada 

de la República Bolivariana de Venezuela en Madrid, a efectos 

de enjuiciamiento del mencionado en el procedimiento penal del 

que actualmente conoce el Juzgado Especial Primero de Primera 

Instancia en Funciones de Control con competencia en casos 

vinculados con delitos asociados al terrorismo con jurisdicción 

a nivel nacional, ante la posible implicación del mismo en la 

comisión de hechos que presentan los caracteres de los delitos 

venezolanos de peculado doloso, evasión de procedimiento 

licitatorio o falsa alegación, legitimación de capitales y 

asociación criminal, según la descripción que de dichos actos 

se ha realizado en el Antecedente de Hecho Segundo de esta 

resolución, que dieron lugar a la Orden de Aprehensión 

Internacional emitida el 12 de mayo de 2021 por el referido 

Juzgado.  

 

 

 

     Frente a este rechazo de la extradición interesada, 

conforme a lo establecido en el artículo 8.2 del Tratado 

bilateral de Extradición, el referido reclamado no podrá ser 

sometido a proceso en España, a petición de Venezuela, por los 

hechos determinantes de la solicitud de extradición, para lo 

cual las autoridades del Estado reclamante no deberán 

suministrar los elementos de prueba para el enjuiciamiento en 

nuestro país del allí investigado.  

 

 

 

     Notifíquese esta resolución a las partes, haciéndoles saber 

que contra la misma cabe interponer recurso de súplica en el 

plazo de tres días desde su notificación, que deberá ser 



    

 

resuelto por el Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia 

Nacional. 

 

 

 

 Una vez que sea firme este auto, comuníquese al Ministerio 

de Justicia, Subdirección General de Cooperación Jurídica 

Internacional, así como al Servicio de Interpol, a los efectos 

procedentes. 

 

 

 

 Así lo pronuncian, mandan y firman los miembros del 

Tribunal. 
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A U T O 

 

 

 

ILTMOS. SRES. MAGISTRADOS: 

 

DON  JUAN FRANCISCO MARTEL RIVERO     (Ponente) 

 

DON  FRANCISCO SEGURA SANCHO 

 

DÑA. FRANCISCA MARÍA RAMIS ROSSELLÓ 

 

 

 

     En Madrid, a veintidós de septiembre de dos mil 

veinticinco.  
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